En respuesta a la pregunta formulada por el Parlamentario Foral Maiorga Ramírez Erro, adscrito al Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, PES-657, en relación con el Servicio de Inspección de Hacienda Tributaria de Navarra y sus aportaciones a la normativa para la lucha contra el fraude, el Consejero de Economía y Hacienda MANIFIESTA:

En Hacienda Tributaria de Navarra, las propuestas para la mejora de lucha contra el fraude se realizan por todos los Servicios, pues se considera que todos ellos están implicados, de una forma u otra, en la lucha contra el fraude. El mayor exponente de esto fue la propia elaboración interna del Plan de Lucha contra el Fraude fiscal 2008-2012, que supuso una puesta en común a lo largo de 8 meses de todas las propuestas internas, en las cuales lógicamente la Dirección de Control Tributario y, en especial, el Servicio de Inspección, tuvieron un importante protagonismo.

A modo de síntesis, y centrándonos en las normas más relevantes, se hace una relación de aquéllas en las que el Servicio de Inspección ha realizado propuestas:

Año 2004

Ley Foral 19/2004, de 29 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 157, de 31.12.04). 

Año 2005

Resolución 31/2005, de 21 de enero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Inspección del año 2005 (BON nº 19, de 14.2.05).

Ley Foral 19/2005, de 29 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 156, de 30.12.05).

Año 2006

Resolución 37/2006 de 25 de enero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Inspección del año 2006 (BON nº 18, de 10.2.06)

Ley Foral 18/2006, de 27 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 157, de 31.12.06) .

Año 2007

Resolución 90/2007, de 1 de febrero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Inspección para el año 2007 (BON nº 20, de 14.2.07)

Ley Foral 2/2008, de 24 de enero, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 12, de 26.1.08) .

Año 2008

Resolución 104/2008, de 4 de febrero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Inspección para el año 2008 (BON nº 19, de 11.2.08).

Ley Foral 22/2008, de 24 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 159, de 31.12.08), en concreto las modificaciones realizadas en los artículos 68 y 69 y 77 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria, referidas a la calificación de la emisión de facturas falsas como una infracción tributaria específica. 

Acuerdo del Gobierno de Navarra de 3 de noviembre de 2008 por el que se aprueba el Plan de Lucha contra el fraude Fiscal 2008-2012. El Servicios de Inspección Tributaria propuso medidas en las áreas de información e investigación, colaboración con otros agentes, control tributario, normativa, procesos y sistemas, planificación y recursos humanos. 
Año 2009

Resolución 71/2009, de 3 de febrero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Control Tributario para el año 2009 (BON nº 19, de 13.2.09)

Orden Foral 87/2009, de 8 de junio, del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se dispone el alcance, condiciones y duración de la delegación al Ayuntamiento de Pamplona de la inspección del Impuesto sobre Actividades Económicas por cuotas municipales y de la colaboración del Departamento de Economía y Hacienda con dicho Ayuntamiento en la inspección del citado Impuesto por cuotas territoriales y nacionales (BON nº 80, de 1.7.09)
Ley Foral 17/2009, de 23 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias (BON nº 160, de 29.12.09), en concreto las modificaciones reguladas en los artículos 66 (delito fiscal), 67, 68 y 77 (determinadas infracciones graves), 97 (denuncia pública), 103, 131, 135,138 y 139 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria, referidas al deber de colaboración, facultades de la inspección de los tributos, contenido de las actas, inicio del procedimiento de inspección y ampliación de actuaciones y al plazo de las mismas.

Año 2010

Resolución 86/2010, de 1 de febrero, del Director Gerente de la Hacienda Tributaria de Navarra, por la que se aprueban los criterios generales que informan el Plan de Control Tributario para el año 2010 (BON nº 19, de 10.2.10)
Decreto Foral 8/2010, de 22 de febrero, por el que se regula el Número de Identificación Fiscal y determinados censos relacionados con él (BON nº 32, de 12.3.10).

Orden Foral 104/2010, de 1 de julio (BON 23/07/10), por la que se modifica la estructura orgánica HTN a nivel de Negociados, creando la Unidad Administrativa de Planificación e Investigación (suprimiendo el Negociado de Acceso a la Información).

Decreto Foral 56/2010, de 13 de septiembre, por el que se delimitan las funciones de los agentes tributarios de la Hacienda Tributaria de Navarra (BON nº 118, de 29.9.10)

Proyecto de Decreto Foral por el que se regula la declaración anual de operaciones con terceras personas y se modifican otras normas con contenido tributario
Proyecto de Ley Foral de modificación de diversos impuestos y otras medidas tributarias, en concreto las modificaciones reguladas en los artículos 27, 57, 58, 103, 131, 132 y 133 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria.

Seguidamente se muestran las modificaciones más importantes realizadas a propuesta del Servicio de Inspección:

Ley Foral 35/2003, de 30 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

El artículo 6 de dicha Ley Foral se ocupa de dar nueva redacción a diversos preceptos de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria. 

Entre ellos, a los artículos 104 y 105. Como consecuencia de la aprobación de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo, y la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre el Régimen Jurídico de los Movimientos de Capitales, que modifica la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales para adaptarla a la Directiva Comunitaria 2001/97, resulta conveniente y adecuado incorporar a la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria, tanto la posibilidad de que de la Hacienda Tributaria de Navarra ceda los datos tributarios en materias relacionadas con la prevención del blanqueo de capitales y con la financiación del terrorismo, como que dicha Hacienda pueda disponer de los datos con trascendencia tributaria procedentes del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

Ley Foral 19/2005, 29 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

El artículo 6 de dicha Ley Foral se ocupa de dar nueva redacción a diversos preceptos de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria. 

Se añade un nuevo artículo 65 bis a la Sección 5ª (“Las garantías”), del Capítulo IV (“La deuda tributaria”) del Titulo III, (“Los tributos”). 

Se trata, por una parte, de impulsar la regulación general de las medidas (cautelares o no) que se podrán aplicar en la lucha contra el fraude, recogiendo supuestos en los que también procederá su aplicación en el marco de los procedimientos de gestión y de inspección; y, por otra, de controlar de una manera más eficaz los censos y registros tributarios, y, dentro de ellos y de manera especial, el Registro de Operadores Intracomunitarios (ROI) y el Registro de Exportadores. 

El mecanismo del fraude fiscal, fundamentalmente en el Impuesto sobre el Valor Añadido y que se extiende también a otras figuras tributarias, a menudo está basado en la utilización fraudulenta de estos números y del acceso indebido a esos censos y registros. 

Ley Foral 18/2006, de 27 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

El artículo 5 de esa Ley Foral se ocupa de dar nueva redacción a diversos preceptos de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria. 

Se añade un párrafo segundo al artículo 27.2, en el que se dispone que reglamentariamente se determinarán los casos en que la aportación de los libros registro se deba efectuar de forma periódica y por medios telemáticos.

Se establece, por tanto, una habilitación reglamentaria al antedicho efecto. Se pretende facilitar la gestión y la inspección tributaria aprovechando las posibilidades que otorgan los medios telemáticos, ya que la aportación de los libros registro por medios telemáticos facilitará la realización de la comprobación tributaria.

La aportación, por los obligados tributarios, de los libros registro de forma telemática permitirá a la Administración tributaria efectuar su tratamiento informático y realizar cruzamientos con la información obrante en sus archivos. De esta manera se perfeccionan los métodos de comprobación y se permite adelantar ésta en el tiempo.

Por otra parte, es necesario relacionar y coordinar esta nueva obligación de presentación telemática de los libros registro con la obligación de presentar los modelos de declaración 347 (declaración anual de operaciones con terceros) y 390 (Resumen anual del Impuesto sobre el Valor Añadido). Dichas declaraciones pueden resultar complementarias de la presentación telemática de los libros registro o, incluso, pueden ser reemplazadas por ésta en el futuro.

Ley Foral 2/2008, de 24 de enero, de de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

El artículo 4 de esa Ley Foral viene a modificar el artículo 70.1 y a añadir una nueva disposición adicional a la Ley Foral General Tributaria.

En el primer caso se efectúa un cambio en los órganos competentes para imponer sanciones pecuniarias por infracciones simples y graves. 

Tanto si consisten en sanción pecuniaria por infracción simple como si por infracción grave, será competente el órgano que lo sea para dictar los correspondientes actos administrativos de liquidación tributaria o, en su caso, el órgano superior inmediato del que haya iniciado el procedimiento sancionador.

Se especifica también que son órganos competentes para liquidar o para iniciar el procedimiento sancionador los que así se determinen en las normas de organización, en las de procedimientos para la aplicación de los Tributos, en las del procedimiento sancionador o en las reguladoras de los propios Tributos. Es decir, se efectúa una remisión a lo que en cada caso señalen las normas organizativas de los Estatutos del Organismo Autónomo Hacienda Tributaria de Navarra, las normas del Reglamento de la Inspección Tributaria, las del Reglamento de Recaudación y las del procedimiento sancionador.

En lo que respecta a la nueva Disposición Adicional sobre exacción de la responsabilidad civil por delitos contra la Hacienda Pública, se produce un cambio importante en relación con la situación actual. Las sentencias condenatorias por delitos contra la Hacienda Pública llevan aparejada la obligación de indemnizar a la Administración en la cuantía de las cuotas defraudadas más sus intereses de demora. Son estos intereses los exigibles y no los intereses procesales, es decir, los que se devengan desde que se dicta sentencia en primera instancia.

La ejecución de la responsabilidad civil, aplicando las reglas generales de la ejecución ordinaria de la Ley de Enjuiciamiento Civil, supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, plantea serias dificultades para ser llevada a cabo, dificultades que se plasman en la celeridad del procedimiento, el seguimiento de las actuaciones del procedimiento judicial de enajenación forzosa y el efectivo ingreso de las cantidades obtenidas.

Son muchas las ventajas que se derivan de aplicar el procedimiento administrativo de apremio en la exacción de la responsabilidad civil a través de los órganos de recaudación de la Administración Tributaria, tanto para facilitar las posibilidades de cobro como para liberar a los órganos judiciales de la carga de trabajo que implica esta clase de ejecuciones, generalmente de cuantía muy elevada.

Ley Foral 22/2008, de 24 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

 El artículo 6 modifica la Ley Foral General Tributaria para introducir en la misma un nuevo tipo de infracción grave: la expedición de facturas o documentos sustitutivos con datos falsos o falseados.

El artículo 68 “Infracciones Graves” lo incorpora a la relación que ya contiene de esta categoría de infracciones.

El artículo 69 “Clases de Sanciones”, se modifica para recoger que la multa pecuniaria proporcional que lleva consigo este infracción (del 75 al 150 por 100 como señala el nuevo apartado 4 del artículo 77), se aplicará sobre el importe del conjunto de las operaciones que hubieran originado la infracción.

Por último, como el empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados es uno de los criterios de graduación de las sanciones previstas en el artículo 71, se hace necesario modificar este artículo 71 para señalar que el citado criterio de graduación únicamente se aplicará cuando el empleo de facturas falsas etc. no constituya en sí mismo la infracción grave que se ha introducido en este Proyecto de Ley Foral.

Ley Foral 17/2009, de 23 de diciembre, de de modificación de diversos impuestos y otras modificaciones tributarias.

El artículo 5 modifica diversos preceptos de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria.

– Se recoge una nueva infracción grave en el artículo 68.c): solicitar indebidamente devoluciones tributarias mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión de datos falsos en autoliquidaciones o solicitudes, sin que las devoluciones se hayan obtenido. En definitiva, se tipifica como infracción grave el hecho de solicitar indebidamente devoluciones tributarias (aunque dichas devoluciones no se hayan obtenido) siempre que se dé cualquiera de las dos circunstancias siguientes:

a) Que se hayan omitido datos relevantes.

b) Que se hayan incluido datos falsos en las autoliquidaciones o en las solicitudes.

– Se agrega un nuevo párrafo al artículo 68.d) al objeto de añadir una nueva especificación de la infracción grave consistente en acreditar improcedentemente partidas o créditos tributarios a compensar en la base o en la cuota de declaraciones futuras.

Será infracción grave cuando se declare incorrectamente la renta neta, las cuotas repercutidas, las cantidades o cuotas a deducir o los incentivos fiscales de un período impositivo sin que se produzca falta de ingreso u obtención indebida de devoluciones por haberse compensado en un procedimiento de comprobación o investigación cantidades pendientes de compensación, deducción o aplicación.

Es decir, no es necesario que se produzca la conducta de dejar de ingresar o de disfrutar indebidamente de devoluciones, puesto que una vez que se hayan declarado incorrectamente rentas netas, cuotas repercutidas, cantidades o cuotas a deducir o incentivos fiscales, se producirá la infracción grave, aunque no se haya producido un menor ingreso o la obtención indebida de devoluciones, si ha tenido lugar la circunstancia de precisamente haberse compensado en un procedimiento inspector cantidades (rentas netas, cuotas repercutidas, cantidades a deducir) pendientes de compensación o de deducción.

– Se da nueva redacción al artículo 76.1 para regular la sanción a imponer a la nueva infracción establecida en el segundo párrafo del artículo 68.c): solicitar indebidamente devoluciones tributarias. La sanción será del 15 por 100 de las cantidades indebidamente solicitadas.  

– Se modifica el artículo 77.1. El cambio más relevante es que aclara que en la nueva infracción grave del artículo 68.d) la cantidad indebidamente determinada o acreditada es el incremento de la renta neta o de las cuotas repercutidas, o la minoración de las cantidades o cuotas a deducir o de los incentivos fiscales, del período impositivo.

– Se reordena la redacción del artículo 97, dedicado a regular la denuncia pública tributaria. Las novedades que introduce son dos:

a) Que la denuncia no formará parte del expediente administrativo.

b) Que no se informará al denunciante del resultado de la denuncia.

– Se modifica el artículo 103.1, primer párrafo. La obligación de proporcionar datos a la Administración tributaria alcanzará también a los datos relacionados con el cumplimiento de las propias obligaciones del obligado tributario.

– Se da nueva redacción al segundo párrafo del artículo 118.4. La finalidad de este cambio es proporcionar mayor flexibilidad a la adopción de medidas cautelares en el marco de los procedimientos tributarios (normalmente de inspección o de recaudación). Hasta ahora dichas medidas cautelares solamente podían durar seis meses; y se ha detectado que en muchas ocasiones la duración de ese plazo era insuficiente. Con la nueva redacción, podrá acordarse de forma motivada su ampliación a otros seis meses como máximo.

– Se modifica el artículo 131 e introduce tres novedades relevantes:

a) En el apartado 1 se regulan las facultades de la inspección en cuanto al examen de documentos o de archivos informáticos. Se ha traído la regulación existente en el artículo 102 (dedicada a cualquier procedimiento tributario), se ha modernizado y ampliado para que se aplique de manera particularizada por la Inspección tributaria.

b) En el apartado 2 se precisa que será necesario el consentimiento del obligado tributario o la autorización judicial cuando se trate de entrar en el domicilio constitucionalmente protegido, no en cualquier domicilio.

c) En el apartado 3 se especifican las obligaciones del sometido a inspección en el desarrollo de las actuaciones inspectoras.

– Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 135. En él se apostilla que los hechos admitidos por los obligados tributarios en las actas de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho al admitirlos.

– Se da nueva redacción al artículo 138. Las novedades más relevantes son las siguientes:

a) En el apartado 1 se regula el inicio del procedimiento de inspección: de oficio o a petición del obligado tributario (en este último caso, en los supuestos del apartado 3).

b) En el apartado 2 se dispone que, al objeto de conocer mejor el caso concreto y de poder decidir sobre la conveniencia o no de iniciar el procedimiento de inspección, con anterioridad al inicio de este procedimiento se podrán realizar actuaciones previas de verificación y de constatación. Con el fin de precisar bien los efectos de estas actuaciones, se indica que éstas no se considerarán requerimientos administrativos a los efectos de la aplicación de los recargos por ingreso fuera de plazo previstos en el apartado 3 del artículo 52.

c) En el apartado 3 se señala que, recibida una solicitud para que las actuaciones inspectoras pasen de ser de carácter parcial a general, la Administración tributaria deberá ampliar el alcance de las actuaciones o iniciar la inspección de carácter general en el plazo de seis meses desde esa solicitud. La novedad consiste en que el incumplimiento de este plazo de seis meses determinará que las actuaciones inspectoras de carácter parcial (ya iniciadas) no interrumpan el plazo de prescripción para comprobar e investigar el mismo tributo y período con carácter general.

– Se modifica el artículo 139, dedicado a regular el tiempo máximo de duración de las actuaciones inspectoras.

Los cambios son los siguientes:

a) En el cómputo del plazo habrá de estarse a la fecha de la notificación del acto administrativo resultante de las actuaciones inspectoras. A este respecto se matiza que, a efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución.

b) Se añade un nuevo efecto a la interrupción injustificada del procedimiento por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables al obligado tributario o por el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento (doce o veinticuatro meses): tendrán el carácter de espontáneos (y, por tanto, les serán aplicados los recargos del artículo 52.3, pero no las sanciones) los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones, así como los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada con posterioridad al incumplimiento del plazo de duración del dicho procedimiento.

c) Cuando se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal, dicho traslado ocasionará que se considere como un supuesto de interrupción justificada del cómputo del plazo de dichas actuaciones y como una causa que posibilita la ampliación de plazo (de doce a veinticuatro meses), en el supuesto de que el procedimiento administrativo debiera continuar por haberse producido alguno de los motivos a los que se refiere el apartado 6 del artículo 66: sentencia firme donde no se aprecie la existencia de delito, sobreseimiento o archivo de las actuaciones, o devolución del expediente por el Ministerio Fiscal.

d) Cuando una resolución judicial o económico-administrativa o un acuerdo de la Junta Arbitral ordene la retrotracción de las actuaciones inspectoras, éstas deberán finalizar en el período que quede desde el momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo que falte a las actuaciones inspectoras o en el tiempo de seis meses, si aquel período fuera inferior. El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución o el  acuerdo.

También se aplicará ese plazo a los procedimientos administrativos en los que, con posterioridad a la ampliación del plazo, se hubiese pasado el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se hubiera remitido el expediente al Ministerio Fiscal y debieran continuar por haberse producido alguno de los motivos a que se refiere el apartado 6 del artículo 66: sentencia firme donde no se aprecie la existencia de delito, sobreseimiento o archivo de las actuaciones, o devolución del expediente por el Ministerio Fiscal.

En definitiva, decir que prácticamente la totalidad de las propuestas del Servicio de Inspección Tributaria o bien han formado parte de los proyectos de ley remitidos al Parlamento de Navarra, o bien han sido asumidas y materializadas por el Gobierno de Navarra en los correspondientes Decretos Forales, Órdenes Forales o Acuerdos de Gobierno.

Pamplona, 25 de noviembre de 2010

El Vicepresidente Segundo y Consejero de Economía y Hacienda: Álvaro Miranda Simavilla

